
CAUSA Nº 8836 CCALP “CANTALUPPI LILIANA ZULMA C/CAJA DE PREVISION SOCIAL ABOGADOS PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/PRETENSIÓN ANULATORIA.”

En la ciudad de La Plata, a los veinte días del mes de Octubre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “CANTALUPPI LILIANA ZULMA C/CAJA DE PREVISION SOCIAL ABOGADOS PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/PRETENSIÓN ANULATORIA.”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -1621-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis.

A N T E C E D E N T E S

1. Mediante la sentencia recaída en primera instancia, se hizo lugar a la acción contencioso administrativa promovida en autos, anulándose la resolución del Directorio de la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires y condenándola a otorgar a la actora la pensión reclamada conforme a lo dispuesto por el art. 47 inc. a de la ley 6716. Con costas en el orden causado.

2. Disconforme, la demandada, se alza contra el pronunciamiento e interpone recurso de apelación, el que, previa sustanciación, motiva la remisión de la causa.

3. Declarada la admisibilidad del recurso y hallándose en estado de ser resuelto, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es justa la sentencia apelada? En su caso: ¿qué pronunciamiento procede dictar?

V O T A C I O N:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

1. De acuerdo a los antecedentes de la contienda, el beneficio motivo de la litis es la pensión derivada del deceso del afiliado en actividad, a favor de la ex cónyuge, divorciada vincularmente, que alega su no culpabilidad en la separación y el haber recibido prestaciones de índole alimentaria de parte del causante, no obstante las estipulaciones alcanzadas en el juicio de divorcio, sin reserva en tal sentido en su favor.

Se desprende de las constancias de la causa que la actora, Liliana Zulma Cantaluppi, y el causante, Rodolfo Alberto Rimoldi, contrajeron matrimonio el 19 de diciembre de 1980 –unión de la que nacieron tres hijos- y que ese vínculo fue disuelto por sentencia de divorcio de fecha 30 de junio de 1993, dictada en el juicio respectivo iniciado por presentación conjunta de ambos cónyuges tras la separación de hecho por más de tres años sin voluntad de unirse. Asimismo, el ex esposo de la actora, abogado y afiliado a la Caja demandada, falleció durante su ejercicio profesional, el 25 de noviembre de 2003, razón que motivó el reclamo de reconocimiento de la pensión prevista por el art. 47 inc. “a” de la ley 6716, que el ente denegó mediante resolución de su Directorio del 29 de julio de 2004.

Los fundamentos del rechazo son, en lo sustancial, que la interesada no solicitó ni probó en el juicio de divorcio el no haber dado causa a la separación haciendo reserva de sus derechos de cónyuge inocente, de conformidad a las prescripciones de los arts. 214 inc. 2º y 204 del Código Civil; no hizo reserva, ni percibió alimentos del causante, ni los reclamó fehacientemente, pues sólo surge de la sentencia de divorcio la homologación de un acuerdo por el que se otorga el beneficio alimentario a favor de los hijos del matrimonio. En conclusión, la Dra. Cantaluppi no está legitimada para acceder a la pensión solicitada, fundamentalmente, por no reunir la condición de viuda no divorciada por su culpa requerida por el art. 47 de la ley, atento no haber ejercido en el juicio de divorcio vincular que promoviera contra el causante, el derecho que la legislación de fondo le reconoce para dejar a salvo los derechos del cónyuge inocente y no haber acreditado el pago de alimentos a su favor (fs. 4, 5 a 8 y 42 a 47 del expte. adm. 105714/C/2003/19).

El juez de primera instancia decide hacer lugar a la acción promovida, declarando la nulidad de la Resolución del Directorio de Caja demandada, emitida en sus sesiones de fecha 15 y 16 de julio de 2004 y ordenando que aquélla otorgue la prestación reclamada por la actora, en los términos del art. 47 inc. “a” de la ley 6716.

Para así decidir, considera que esa norma consagra el derecho al beneficio del viudo o viuda no divorciado por su culpa, situación en la que se encuentra la actora, puesto que su divorcio vincular halla sustento en una presentación conjunta que reconoce una causal objetiva y sin culpa.

Y añade que, entender como hace la demandada que la interesada ha perdido su derecho por el hecho de no haber introducido en el juicio de divorcio vincular una cuestión relativa a la reserva de sus derechos de cónyuge inocente es exigirle un requisito que la ley no establece.

Asegura que otro entendimiento significaría extender exigencias en perjuicio del titular del derecho que la ley previsional no determina y contrarían los principios hermenéuticos que rigen la materia (art. 39 inc. 3º, Const. Prov.).

Por último, en cuanto a las costas, las impone en el orden causado dejando a salvo su opinión en torno a la validez de la solución legal (art. 51, CCA).

2. Expresa agravios la demandada reiterando, en lo sustancial, el criterio que sostuvo en sede administrativa al rechazar el beneficio de pensión.

Destaca que la norma legal que rige el caso exige, en la causahabiente que reclama la prestación, la calidad de viuda no divorciada por su culpa y que tal carácter no lo inviste la actora, por las razones que fueron consignadas en la resolución denegatoria.

Refiere que el Directorio de la entidad, por resolución de fecha 19 de diciembre de 2003, acordó a los hijos menores del matrimonio el 50 % de la pensión y subsidio por fallecimiento, reteniendo el otro porcentaje por posibles derechos que pudieran corresponder a la ex esposa.

Insiste en señalar que la causal objetiva de la separación y del divorcio de los cónyuges prescinde de la culpa e invoca lo dispuesto, entre otras normas, por el art. 204 del Código Civil.

En punto a la alegación actora sobre el carácter sustitutivo de la prensión respecto de la prestación alimentaria, aduce la recurrente que no efectuó esa reserva en el juicio de divorcio y remite al capítulo V de la presentación conjunta (fs. 25) donde se solicita la fijación de alimentos a favor de los menores.

Cita jurisprudencia relativa a la necesidad de la percepción de alimentos como recaudo decisivo para justificar el discernimiento de una pensión en casos análogos (art. 67 bis, ley 2392).

Y, en tal sentido, sostiene que la actora no ha aportado pruebas suficientes de haber recibido sustento del ex marido, como tampoco ha demostrado que se encontraba comprendida en alguna de las causales de concurrencia previstas por el art. 51 de la ley previsional.

3. La actora contesta el traslado del memorial asegurando que, tal como lo expresa la demandada, la causal de separación es objetiva pues prescinde de la idea de culpa.

Por consiguiente, no hay atribución de culpa y su caso encuadra jurídicamente en los términos de la norma que rige el beneficio de pensión.

Por otra parte, invoca doctrina judicial de la Corte federal según la cual la falta de reserva alimentaria no enerva la procedencia de la pensión.

Sin perjuicio de lo anterior, puntualiza, circunstanciadamente, los elementos de juicio obrantes en las actuaciones administrativa y judicial, que acreditan el derecho que, según esgrime, le asiste, no sólo en el carácter de viuda divorciada sin culpa, sino por ser sustitutivo de la asistencia tutelar que el causante le brindada.

II- La impugnación no puede prosperar.

1. El art. 47 de la ley 6716 –t.o. decreto 4771/95-, en cuanto interesa al caso, establece: Los causahabientes con derecho a pensión son los que se mencionan a continuación por orden de prelación excluyente: a) la viuda o el viudo no divorciados por su culpa en concurrencia con los hijos menores o incapacitados de ambos sexos. En caso de separación de hecho el Directorio resolverá de acuerdo con las circunstancias especiales…”.
A su vez, del art. 51 del mismo cuerpo legislativo se desprende que la cónyuge supérstite es excluida del beneficio por la conviviente, salvo que el causante hubiera tenido a su cargo el pago de alimentos, que éstos hubieran sido reclamados fehacientemente en vida o que el causante fuera culpable de la separación o divorcio judicialmente decretados. Norma que, pese a la disímil plataforma fáctica del caso que no trata sobre un supuesto de concurrencia, es invocada por la apelante.

2. Con las salvedades propias de los distintos regímenes normativos y circunstancias fácticas de cada caso, procede destacar que la Suprema Corte ha considerado que el estado de divorciado en los términos del art. 214 inc. 2º de la ley 23.515, no se identifica con el divorcio por culpa concurrente, por eso no puede afirmarse que el accionante haya sido culpable de la separación y el divorcio a los efectos de excluirlo, por esa causa, de la pensión que procura obtener. Sería una conclusión incompatible con la amplitud que reclama la finalidad alimentaria de la prestación omitir el amparo previsional cuando no existe, como en el caso, el dato inequívoco de la culpa (en relación la pensión derivada de la relación materno filial: causa B. 57.028, “Hermoso, Raúl, C/Provincia de Buenos Aires (IPS), sent. del 17-11-1999; v. asimismo: causa B. 57.560, “Vila, Gustavo Enrique C/ Provincia de Buenos Aires (Instituto de Previsión Social), sent. del 2-2-2000).

Es cierto que los lineamientos generales en la materia adoptados por ese Tribunal, refieren a la reserva alimentaria como pauta rectora, aunque no exclusiva ni excluyente, de la vocación pensionaria en tales supuestos (en tal sentido, ver entre otras: causa B 50586 S 15-3-1988, Del Pino de Chielli Juana F. C/ Colegio de Escribanos de la Prov. de Buenos aires y tratamiento análogo asignado al divorcio vincular con el decretado por presentación conjunta en los términos del art. 67 bis de la ley 2393: entre otras, causa B. 50.586, “Del Pino de Chielli Juana F. C/ Colegio de Escribanos de la Prov. de Buenos Aires”, sent. del 15-3-1988).

Ha ponderado en efecto y aún a falta de una expresa reserva como la consignada, la efectiva prestación de índole alimentaria no interrumpida tras la separación o el divorcio, junto a la inexistencia de causas de pérdida de ese derecho (arg. arts. 217 y 218 Cód. Civil; v. causa B. 56.689, “Cañedo, Felisa C/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía de la Provincia de Buenos Aires. Coadyuvante: Ibañez, Berta Noemí”, sent. del 8-11-2000).

Todo ello, sobre la base de las reglas aplicables al beneficio de pensión y su carácter sustitutivo de los medios de subsistencia y destacando que, en ese contexto, los efectos que en todo caso correspondiese atribuir a la sentencia de divorcio con arreglo a la ley de fondo (vgr. por culpa de ambos cónyuges de acuerdo al art. 67 bis citado), son sus consecuencias civiles pero no trae aparejada la pérdida del derecho previsional. Tal el fundamento con el que la Corte Suprema de Justicia de la Nación revocó la sentencia dictada por el tribunal con fecha 15-X-91, en la causa “Guezález” y que motivara el nuevo pronunciamiento local (conf. causa B 50630 S 28-5-1996, “Guezales, Laura Raquel C/ Instituto de Previsión Social S/ Demanda Contencioso Administrativa”: Nueva sentencia SCBA. Anterior de fecha 15-10-91, anulada por CSN). En sentido concordante se desprende del precedente invocado por la actora (CSJN, in re “Melano”, sent. del 22-10-2002).

3. Bajo estos parámetros normativos y jurisprudenciales, en el sub-examen se acredita el derecho pretendido, toda vez que, tal como lo admite la misma demandada, el divorcio vincular de la actora tuvo lugar en virtud de una causa objetiva que prescinde de la culpa. La sentencia de divorcio lo decretó en los términos de las disposiciones de los arts. 204 y 214 inc. 2º del Código Civil.

En este caso, la aducida falta de reserva alimentaria en el convenio homologado en el juicio de divorcio no perjudica el acceso de la actora al beneficio, toda vez que acredita haber sido asistida con prestaciones de ese carácter de parte de su ex marido, entre las cuales se incluyen los beneficios de las obras sociales pactados en aquella oportunidad en su favor (arg. art. 372 del Código Civil; conf. presentación conjunta de los cónyuges de fs. 5/8 vta. y sentencia de divorcio vincular de fs. 4/4 vta.) y que fueran tenidos en cuenta de modo decisivo al otorgársele la pensión derivada de una relación de empleo público (v. fs. 98).

Por ende, no se trata en rigor de no haberse formalizado la reserva, al menos de cierta asistencia, si ha logrado probar el carácter sustitutivo de la pensión respecto de la asistencia recibida de quien fuera su cónyuge. Simultáneamente, no surge la configuración de ningún supuesto de exclusión del derecho alimentario en su carácter de cónyuge divorciada.

Puede mencionarse que, de acuerdo a la ley de fondo, los efectos del divorcio vincular en torno a la prestación alimentaria y al derecho de asistencia, conforme a los arts. 217 y 218 del Código Civil, no cesan sino cuando el beneficiario contrajere nuevas nupcias, viviese en concubinato o incurriere en injurias graves contra el otro cónyuge.

Por otra parte, del art. 51 de la ley previsional aplicable al sub-lite (con la salvedad antes apuntada) se desprende el mantenimiento de la vocación pensionaria en cabeza del ex cónyuge, en situación de concurrencia con el o la conviviente, cuando el causante hubiera estado contribuyendo al pago de los alimentos, éstos hubieran sido reclamados fehacientemente en vida, o el causante fuera culpable de la separación, supuestos -los tres- en los que el beneficio se otorgará al cónyuge y al conviviente por partes iguales.

4. Las pruebas invocadas por la actora arrojan convicción bastante de la contribución alimentaria que percibiera de su ex cónyuge fallecido.

Ello así por cuanto: el causante, hasta su fallecimiento, tenía incorporada a su ex cónyuge como beneficiaria de su sistema de salud e integrante del grupo familiar (informe del Instituto de Obra Médico Asistencial de fs. 81) del mismo modo que como beneficiaria del la obra social sindical (informe de la Unión del Personal Civil de la Nación de fs. 54); esa asistencia fue expresamente acordada por los ex cónyuges en el juicio de divorcio (punto V de la presentación conjunta, fs. 7); el causante percibía hasta su deceso salario familiar por la esposa (informe de fs. 60); las declaraciones concordantes de fs. 95 y 96 avalan la asistencia económica de naturaleza alimentaria; el Instituto de Previsión Social, ponderando similares antecedentes, en especial la cobertura social de la actora asumida y a cargo del causante, confirió el beneficio de pensión en los términos del decreto ley 9650/80 (fs. 98).

5. En mérito de las razones y circunstancias expuestas, la impugnación no puede prosperar, toda vez que traduce un criterio que coloca a la tutela por la que acciona en un ámbito de excepcionalidad y exégesis restrictiva que no se aviene al que impera en la materia y que el juez de instancia se ha encargado de explicitar (doc. art. 39 inc. 3º, Const. Prov.).

Debe recordarse, en efecto, que este ámbito requiere una exégesis de suma prudencia que no conduzca a la pérdida de derechos, como los implicados en la subsistencia, enmarcados en el ámbito de la protección previsional.

Tal conclusión es coherente con los principios fundamentales que rigen en derecho previsional, en cuanto imponen la interpretación de las leyes jubilatorias conforme a la finalidad de la institución que amparan (doc. causas “Bo de Peláez”, “Acuerdos y Sentencias”, 1968, p. 908; “Alonso de Bottini”, 14-X-82 y fallos allí citados, DJBA, t. 124, conc. CSN “Rodríguez de Dinápóli”, 11-IX-84, L.L. 1984-D, p. 467 y los allí citados), rescatando esencialmente las semejanzas de la pensión con el derecho alimentario.

En mérito de las razones expuestas, considero que la apelante no ha logrado rebatir con efectividad la sentencia ni ha conseguido demostrar que la solución resulte contraria a derecho (conf. arts. 50, 55, 58 y concs., ley 12.008 y sus reformas; art. 47 y concs., ley 6716).

Por consiguiente, corresponde rechazar el recurso articulado y confirmar el pronunciamiento en cuanto ha sido materia de agravio.

Con costas de la instancia en el orden causado (art. 51, ley 12.008 cit.).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, votando en idéntico sentido.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Adhiero al primer voto.

La particulares circunstancias que ofrece el caso, relativas a la asistencia que en vida prestara el causante a la actora, destacadas por la Dra. Milanta en su voto y a cuyo detalle remito, me permiten adherir a su criterio de solución.

Ello así, en cuanto exponen prestaciones que, recibidas por la actora de quien fuera su cónyuge, contribuyen a formar opinión favorable a la pretensión en el marco del perfil sustitutivo del beneficio (art. 209 y concs., Cód. Civil).

No obstante he de dejar formulada reserva de opinión en relación con los alcances de la sentencia de divorcio vincular y la culpa recíproca de ambos esposos en ese resultado (conf. arts. 204, 214 inc. 2º y concs., Cód. Civil), que trata el primer voto, pues se trata de una circunstancia que a la luz de lo dicho no gravita en la decisión de la controversia.


Así las cosas, expreso mi criterio concordante y expreso mi voto en el mismo sentido que el primero.

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza el recurso de apelación articulado por la demandada y se confirma la sentencia de grado en todo lo que fuera motivo de agravio (arts. 55 a 59 y concs., CCA).

Costas de la instancia por su orden (conf. art. 51, CCA).

Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51, decreto ley 8904/77.

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Gustavo Daniel Spacarotel Juez Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A.M. Milanta. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria Registrado bajo el nº 515 (S).
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